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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 3770 ORDEN PRE/572/2006, de 28 de febrero, por la 

que se desarrolla el Real Decre-
to 1665/1991, de 25 de octubre, regulador del 
sistema general de reconocimiento de títulos 
de Enseñanza Superior de los Estados miem-
bros de la Unión Europea y otros Estados par-
tes en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, que exigen una formación mínima de 
tres años de duración, en lo que afecta a las 
profesiones cuya relación corresponde al 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

El Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre, (Boletín 
Oficial del Estado de 22 de noviembre), modificado por el 
Real Decreto 1754/1998, de 31 de julio; Real Decre-
to 411/2001, de 20 de abril, y Real Decreto 1171/2003, de 12 
de septiembre, regula, en aplicación de lo establecido en 
la Directiva 89/48/CEE, del Consejo de las Comunidades 
Europeas, el sistema general de reconocimiento de títulos 
de Enseñanza Superior de los Estados miembros de la 
Unión Europea que exigen una formación mínima de tres 
años de duración.

Las normas de transposición contenidas en el mencio-
nado Real Decreto 1665/1991, permiten que los naciona-
les de los Estados miembros de la Unión Europea con 
cualificaciones profesionales obtenidas en otro Estado 
miembro, análogas a las que se exigen en España para 
ejercer una actividad regulada, puedan acceder a ella en 
nuestro país en las mismas condiciones que quienes 
hayan obtenido un título español.

De acuerdo con lo dispuesto en el citado Real Decre-
to 1665/1991, compete al Ministerio de Industria y Energía 
la verificación de la correspondencia entre los títulos que 
permiten en España el acceso al ejercicio de las profesio-
nes de Físico, Químico, Ingeniero Industrial, Ingeniero de 
Minas, Ingeniero Naval, Ingeniero Técnico Industrial, Inge-
niero Técnico de Minas, Ingeniero Técnico Naval y Técnico 
de Empresas y Actividades Turísticas y los obtenidos en 
otros Estados comunitarios por aquellos nacionales de 
países miembros que soliciten ejercer en España la 
misma actividad, así como la regulación de los oportunos 
mecanismos de compensación previstos para aquellos 
casos en los que la formación adquirida en otro Estado 
miembro comprenda materias sustancialmente diferen-
tes a las exigidas en España o no exista correspondencia 
entre las actividades profesionales.

La Orden de 2 de octubre de 1995 (Boletín Oficial del 
Estado de 7 de octubre) desarrolla el Real Decre-
to 1665/1991, de 25 de octubre, regulador del sistema 
general de reconocimiento de títulos de Enseñanza Supe-
rior de los Estados miembros de la Comunidad Europea, 
que exigen una formación mínima de tres años de dura-
ción, en lo que afecta a las profesiones mencionadas en el 
párrafo anterior.

El Real Decreto 553/2004, de 17 de abril, de reestructu-
ración de los Departamentos ministeriales (Boletín Oficial 
del Estado de 18 de abril), suprime el Ministerio de Cien-
cia y Tecnología y crea el Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio, correspondiendo a este Ministerio las com-
petencias hasta ahora atribuidas al Ministerio de Econo-
mía, a través de las Secretarías de Estado de Comercio y 
Turismo y de Energía, Desarrollo Industrial y de la 
Pequeña y Mediana Empresa, con excepción de las 
correspondientes a la Dirección General de Financiación 
Internacional y las relativas a precios, peajes e incentivos 
regionales. Asumirá, igualmente, las materias atribuidas 
al Ministerio de Ciencia y Tecnología, por medio de la 
Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la 

Sociedad de la Información. El Real Decreto 1554/2004,
de 25 de junio (Boletín Oficial del Estado de 26 de junio), 
por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y, en con-
creto, su artículo 11 1. o), que atribuye a la Secretaría 
General Técnica la tramitación y propuesta de resolución 
de los procedimientos de reconocimiento de títulos profe-
sionales, expedidos por los Estados miembros de la 
Unión Europea y demás Estados signatarios del Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, en lo que afecta a 
las profesiones que se relacionan con el Departamento, 
de acuerdo con la normativa específica en la materia, y, 
más en concreto, el citado artículo 11 2. g), que atribuye a 
la Subdirección General de Recursos, Reclamaciones y 
Relaciones con la Administración de Justicia las funcio-
nes descritas en el apartado 1, párrafo o) del mencionado 
artículo 11.

La Directiva 2001/19/CEE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 14 de mayo de 2001, transpuesta al orde-
namiento jurídico español mediante el Real Decre-
to 1171/2003, de 12 de septiembre (Boletín Oficial del 
Estado de 19 de septiembre), incide en la movilidad de los 
profesionales en el ámbito de los Estados miembros de la 
Unión Europea o partes en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, modificando la Directiva 89/48/CEE, 
primera del sistema general, en la que introduce, de una 
parte, el concepto de «formación regulada», que se con-
templó por primera vez en la Directiva 92/51/CEE, segunda 
del sistema general y, de otra parte, la posible dispensa 
de la prueba de aptitud, cuando, en principio, ésta sea 
procedente.

La reestructuración ministerial producida como con-
secuencia del Real Decreto 553/2004, de 17 de abril, y la 
transposición de la Directiva 2001/19/2003 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2001, en virtud 
del Real Decreto 1171/2003, de 12 de septiembre, el cual 
establece en su disposición final primera que «corres-
ponde a los ministros coproponentes de este real decreto, 
sin perjuicio de lo que dispongan las comunidades autó-
nomas en el ámbito de sus competencias, dictar cuantas 
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución 
de lo dispuesto en él», hacen necesaria la aprobación de 
esta Orden que, a la vista de dichas modificaciones, ins-
trumente el procedimiento al que deberá adaptarse la 
tramitación de los expedientes de solicitud de reconoci-
miento de títulos.

En su virtud, de acuerdo con la disposición final pri-
mera del Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre y la 
disposición final primera del Real Decreto 1171/2003, de 12 
de septiembre, oídos los Colegios Profesionales o Conse-
jos Generales afectados, con la aprobación del Ministro 
de Administraciones Públicas, a propuesta del Ministro de 
Industria, Turismo y Comercio y de la Ministra de Educa-
ción y Ciencia, dispongo:

Primero. Objeto.–El objeto de la presente Orden es el 
desarrollo del Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre, por 
el que se regula el sistema general de reconocimiento de los 
títulos de Enseñanza Superior de los Estados miembros de 
la Unión Europea y otros Estados partes en el Espacio Eco-
nómico Europeo, suscrito el 2 de mayo de 1992 y ratificado 
por España el 26 de noviembre de 1993, que exigen una for-
mación mínima de tres años de duración, en lo que se 
refiere a las profesiones de Físico, Químico, Ingeniero Indus-
trial, Ingeniero de Minas, Ingeniero de Telecomunicación, 
Ingeniero Naval, Ingeniero Técnico Industrial, Ingeniero Téc-
nico de Minas, Ingeniero Técnico de Telecomunicación, Inge-
niero Técnico Naval y Técnico de Empresas y Actividades 
Turísticas y del Real Decreto 1171/2003, de 12 de septiembre, 
en lo que modifica a aquél.

Segundo. Ámbito de aplicación.
1. La tramitación de las solicitudes de reconoci-

miento de títulos de Enseñanza Superior de los Estados 
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miembros de la Unión Europea y otros Estados partes en 
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que exi-
gen una formación mínima de tres años de duración y 
facultan para el ejercicio de una profesión regulada, cuya 
resolución corresponda al Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio, se regirá por lo dispuesto en el Real Decre-
to 1665/1991, de 25 de octubre, y en la presente Orden.

2. Las solicitudes a que se refiere el número anterior 
tendrán por objeto el reconocimiento de que los títulos 
expedidos en otros Estados miembros a nacionales de 
países de la Unión Europea y otros Estados partes en el 
Espacio Económico Europeo se corresponden, según los 
casos, con los que permiten en España el ejercicio de las 
profesiones de Físico, Químico, Ingeniero Industrial, Inge-
niero de Minas, Ingeniero de Telecomunicación, Ingeniero 
Naval, Ingeniero Técnico Industrial, Ingeniero Técnico de 
Minas, Ingeniero Técnico de Telecomunicación, Ingeniero 
Técnico Naval y Técnico de Empresas y Actividades Turísti-
cas, así como la habilitación a los poseedores de los res-
pectivos títulos para el ejercicio de las correspondientes 
actividades profesionales.

Tercero. Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento de reconocimiento se iniciará 

mediante solicitud del interesado, dirigida al titular de la 
Subsecretaría de Industria, Turismo y Comercio, según el 
modelo que se publica como anexo de la presente Orden. 
Dicho modelo de solicitud estará disponible en la página 
Web del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

2. Las solicitudes pueden ser presentadas en el 
Registro General del Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio o por cualquiera de los medios previstos en el 
artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Cuarto. Solicitudes de reconocimiento.
1. Las solicitudes de reconocimiento de títulos expe-

didos en otros Estados miembros deberán acompañarse 
de la siguiente documentación:

Título o diploma de formación académica de nivel 
superior y título profesional, en su caso.

Certificación académica de los estudios realizados por 
el solicitante para la obtención del título, en la que conste 
la duración de los mismos en años académicos y las asig-
naturas cursadas y, cuando proceda, de su carga horaria 
lectiva, desglosada en teórica y práctica, así como, en su 
caso, de las materias específicas que hayan superado 
para la obtención del título profesional.

Cuando el título o diploma de formación haya sido 
expedido en un Estado miembro de la Unión Europea en 
el que esté regulada la profesión del solicitante, deberá 
constar en la certificación que la formación ha sido adqui-
rida principalmente en la Unión. En el supuesto de que el 
Estado miembro de origen, que regula la profesión, haya 
reconocido el título expedido en un país tercero, se acom-
pañará la acreditación por dicho Estado miembro de que 
el titular tiene una experiencia profesional mínima de tres 
años.

Cuando en el Estado miembro que haya expedido el 
título no se regule la profesión correspondiente, se acom-
pañará documento acreditativo, expedido por la autori-
dad competente, de haber ejercido la profesión en dicho 
Estado u otro comunitario que tampoco la regule, durante 
dos años, a tiempo completo, en el curso de los diez ante-
riores. No obstante, no se exigirán los dos años de expe-
riencia profesional mencionados en el párrafo anterior, 
cuando el título o títulos de formación del solicitante san-
cionen una formación regulada, tal y como ésta se define 
en el artículo 1.º f) del Real Decreto 1665/1991, de 25 de 

octubre, en redacción dada por el Real Decreto 1171/2003, 
de 12 de septiembre.

Currículum profesional, en su caso.
Documento oficial vigente acreditativo de la identidad 

y nacionalidad del solicitante.

Asimismo, se podrá requerir la presentación de certi-
ficación de la autoridad competente del país de origen, en 
la que se acredite que el solicitante es un profesional que 
cumple los requisitos exigidos por la Directiva 89/48/CEE 
para ejercer la profesión regulada y que no está inhabili-
tado para la misma.

2. Los documentos expedidos por el Estado miem-
bro de origen deberán ir acompañados de la correspon-
diente traducción oficial al idioma español.

Quinto. Formalidades de la documentación.–Los 
documentos originales podrán acompañarse de su foto-
copia y serán devueltos a los interesados una vez com-
probada su autenticidad. Si la fotocopia estuviera ya 
cotejada por las representaciones diplomáticas o consula-
res de España en el país de donde procede el documento 
o por otra persona o entidad que tenga atribuidas faculta-
des para hacer constar su autenticidad, no será necesaria 
la presentación simultánea del original.

No se exigirá legalización por vía diplomática ni apos-
tilla del Convenio de La Haya a los documentos expedidos 
por las autoridades de los Estados miembros de la Unión 
Europea o demás Estados signatarios del Acuerdo sobre 
el Espacio Económico Europeo.

Sexto. Instrucción.
1. El examen de la documentación aportada será rea-

lizado por la Subdirección General de Recursos, Reclama-
ciones y Relaciones con la Administración de Justicia del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a efectos del 
reconocimiento del título para el ejercicio de la respectiva 
profesión en España.

2. Si la solicitud o la documentación presentadas 
resultaran incompletas o no reunieran los requisitos esta-
blecidos en la presente Orden, de acuerdo con el artícu-
lo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se concederá 
al interesado el plazo de diez días para subsanar las defi-
ciencias. De no subsanarse en plazo dichas deficiencias, 
se tendrá por desistido al solicitante y el Subdirector 
General de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la 
Administración de Justicia del Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio resolverá el archivo de la solicitud, 
notificándolo al interesado mediante resolución expresa.

3. En el supuesto de que se aprecie la existencia en 
España de otra profesión más acorde con la formación del 
solicitante, la Subdirección General de Recursos, Recla-
maciones y Relaciones con la Administración de Justicia 
notificará esta circunstancia al interesado, en el plazo de 
treinta días desde la presentación de su documentación 
completa, con el fin de que pueda modificar su solicitud, 
a efectos del ejercicio de la profesión que corresponda. En 
tal caso, el solicitante dispondrá del plazo de quince días 
para manifestar si renuncia a su anterior solicitud, 
mediante escrito dirigido al Secretario General Técnico del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, entendién-
dose que la mantiene, en caso de que transcurra dicho 
plazo sin haber efectuado la renuncia.

Séptimo. Tramitación de las solicitudes.
1. Completada la documentación, se recabarán, en 

su caso, según proceda, informes de los centros directi-
vos de la Secretaría General de Industria, de la Secretaría 
de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información y de la Secretaría General de Turismo, así 
como, excepcionalmente, del Ministerio de Educación y 
Ciencia y del Colegio Profesional o Consejo General que 
corresponda, a efectos de comparar la formación exigida 
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en España con la recibida por el solicitante y el ámbito de 
actividades profesionales a que faculta el título en uno u 
otro Estado miembro. La comparación se realizará sobre 
la base de las materias consideradas fundamentales para 
el ejercicio de cada profesión.

2. Los informes se pronunciarán en uno de los 
siguientes sentidos:

a) Favorable al reconocimiento del título, a efectos 
profesionales.

b) Exigencia de la superación de una prueba de apti-
tud o de un período de prácticas.

c) Desfavorable al reconocimiento del título, con la 
debida motivación.

3. Antes de formular la propuesta de resolución, se 
procederá al trámite de audiencia establecido en el ar-
tículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que no 
será inferior a diez días ni superior a quince.

Octavo. Resolución.
1. Las solicitudes de reconocimiento se resolverán 

por el titular de la Subsecretaría del Departamento, que 
decidirá motivadamente en uno de los sentidos siguien-
tes:

a) El reconocimiento directo del título, a efectos pro-
fesionales, quedando el titular habilitado para el ejercicio 
en España de las correspondientes actividades.

b) Exigencia de la superación de una prueba de apti-
tud o de un período de prácticas. En este caso, se indica-
rán las materias no cubiertas que deben ser objeto de 
dicha prueba, así como las modalidades y duración del 
período de prácticas propuesto.

c) La desestimación de la solicitud.

2. En los casos en que se considere necesaria la 
imposición de medidas compensatorias, a las que se 
refiere el apartado b) anterior, la autoridad competente 
analizará, antes de adoptar una resolución definitiva, si 
los conocimientos adquiridos por el solicitante en el 
transcurso de su experiencia profesional compensan total 
o parcialmente las materias no cubiertas por la formación 
recibida por el solicitante.

3. Cuando se dicte la resolución a la que se refiere el 
apartado b) del número 1. será necesario que el intere-
sado, en el plazo de un mes a partir de la notificación de 
la resolución, manifieste su decisión de someterse a una 
prueba de aptitud o realizar un período de prácticas en los 
términos que, respectivamente, se regulan en los núme-
ros siguientes y a que supere dicha prueba o período de 
prácticas que, en todo caso, se realizará a instancia del 
interesado.

Noveno. La prueba de aptitud.
1. En el plazo de un mes a partir de la presentación 

del escrito del interesado solicitando la prueba de aptitud, 
la Subdirección General de Recursos, Reclamaciones y 
Relaciones con la Administración de Justicia notificará al 
solicitante su admisión a dicha prueba, indicando el 
período de tiempo en que tendrá lugar la misma, sin que 
éste pueda iniciarse antes de tres meses ni después de un 
año desde la recepción de la notificación. En el mismo 
plazo fijado para la notificación, dicha unidad administra-
tiva remitirá al órgano al que se refiere el siguiente apar-
tado, la información pertinente para que puedan efectuar 
las propuestas de nombramiento de los vocales de la 
Comisión de Evaluación. Dichas propuestas, junto con la 
información necesaria, serán enviadas a la corporación 
profesional que corresponda, con antelación no inferior a 
un mes sobre la fecha en que pueda tener lugar la prueba 
de aptitud, lo que constará en acuse de recibo. En el 
escrito de remisión se señalará un plazo no inferior a diez 
días, para evacuar consultas sobre el nombramiento de 

miembros de la Comisión de Evaluación y para proponer 
un representante de la corporación en dicha Comisión.

2. La prueba de aptitud, que consistirá en un examen 
sobre los conocimientos profesionales del solicitante, 
versará exclusivamente sobre las materias no cubiertas 
por la formación recibida por él y cuyo conocimiento sea 
esencial para el ejercicio de la profesión en España. Tam-
bién podrá incluir el conocimiento de la deontología apli-
cable a las actividades de la profesión.

Décimo. La Comisión de Evaluación.
1. La Comisión de Evaluación de la prueba de aptitud 

tendrá como funciones el diseño del examen en que con-
siste dicha prueba y, en vista del resultado, la valoración 
positiva o negativa de la aptitud del solicitante para el 
ejercicio profesional en España.

2. La Comisión de Evaluación, que dependerá de la 
Secretaría General Técnica, estará compuesta por los 
siguientes miembros:

El Presidente, que será el Secretario General Técnico, 
quien podrá ser sustituido por el Subdirector General de 
Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la Administra-
ción de Justicia.

El Secretario, que será designado por el Secretario 
General Técnico entre los funcionarios de la Subdirección 
General de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la 
Administración de Justicia.

Dos vocales, funcionarios del Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, que estén en posesión de la titula-
ción que habilita en España para el ejercicio de la profe-
sión objeto de la solicitud, designados a propuesta del 
órgano superior del Departamento, cuyas funciones estén 
más estrechamente vinculadas con las materias objeto de 
conocimiento de la titulación solicitada.

Un vocal propuesto por la Secretaría General del Con-
sejo de Coordinación Universitaria entre funcionarios de 
los cuerpos docentes universitarios que ejerzan la docen-
cia en áreas de conocimiento relacionadas con materias 
objeto de la prueba.

Un vocal propuesto por el Colegio Profesional o Con-
sejo General correspondiente de entre sus miembros.

Cada uno de los centros o corporaciones señalados 
propondrá un vocal suplente para sustituir al titular en los 
casos de ausencia o enfermedad de éste.

Los vocales de la Comisión de Evaluación serán nom-
brados por el titular de la Subsecretaría de Industria, 
Turismo y Comercio.

En el supuesto de que quince días antes de la fecha 
más temprana en la que, de acuerdo con lo establecido en 
el apartado 1 de este punto, puede tener lugar la prueba 
de aptitud no se haya propuesto el vocal por parte del 
correspondiente Colegio Profesional o Consejo General, 
no procederá el nombramiento del citado vocal.

3. Los miembros de la Comisión de Evaluación, a los 
que sea de aplicación el Real Decreto 462/2002, de 24 de 
mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio, 
podrán percibir cantidades en concepto de asistencia por 
su participación en las pruebas de aptitud, de acuerdo con 
lo previsto en la citada disposición.

4. El funcionamiento de la Comisión de Evaluación 
se regirá por lo dispuesto, para los órganos colegiados, 
en la citada Ley de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

5. El Secretario de la Comisión de Evaluación convo-
cará al interesado a la realización de la prueba de aptitud, 
al menos con treinta días de antelación, anunciándole la 
fecha, hora y lugar del examen y siempre en el período de 
tiempo a que hace referencia el punto noveno 1.

6. En un plazo no superior a cinco días desde la fecha 
fijada para la prueba de aptitud, el Secretario de la Comi-



BOE núm. 53 Viernes 3 marzo 2006 8721

sión remitirá el acta en la que conste el resultado de la 
misma, con la calificación de «apto» o de «no apto», obte-
nida por la decisión mayoritaria de los miembros de la 
Comisión, al Secretario General Técnico, quien la elevará 
al titular de la Subsecretaría de Industria, Turismo y 
Comercio a los efectos de que dicte la resolución que pro-
ceda en el plazo de quince días.

Los interesados a los que se notifique una resolución 
desestimatoria motivada por la calificación de «no apto» 
podrán repetir la prueba por una sola vez, dentro de los 
dos años siguientes. La nueva prueba tendrá lugar sin 
que transcurra menos de seis meses ni más de un año 
desde la fecha en que se solicite, mediante escrito dirigido 
al Secretario General Técnico.

Para la realización de la nueva prueba se seguirá el 
procedimiento establecido en el presente punto.

Undécimo. El período de prácticas.
1. El período de prácticas profesional, al que podrá 

optar el solicitante en los términos fijados en los Artículos 
1.º d) y 7.º del Real Decreto 1665/1991, se adaptará a un 
programa específico cuya modalidad y duración determi-
nará la Subdirección General de Recursos, Reclamaciones 
y Relaciones con la Administración de Justicia del Minis-
terio de Industria, Turismo y Comercio, de acuerdo, en 
casos excepcionales, con la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de Educación y Ciencia, oída la corporación 
profesional de ámbito estatal correspondiente.

2. En el plazo de un mes a partir de la fecha de pre-
sentación del escrito de opción del interesado solici-
tando someterse a un período de prácticas, la Subdirec-
ción General de Recursos, Reclamaciones y Relaciones 
con la Administración de Justicia del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio consultará al Colegio Pro-
fesional o Consejo General que corresponda, en relación 
con la propuesta del interesado sobre el profesional que 
haya de ser responsable del período de prácticas. Si en 
el plazo de quince días la corporación consultada no 
efectuara la contestación, se entenderá cumplida la 
audiencia.

Antes de que transcurran dos meses desde la presen-
tación de la solicitud por el interesado, la Subdirección 
General de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la 
Administración de Justicia le notificará el programa y la 
designación del profesional responsable de las prácticas. 
Con esta notificación comenzará a contarse la duración 
de las mismas.

La designación a que se refiere el párrafo anterior 
recaerá en un titulado de la correspondiente especiali-
dad, voluntariamente inscrito en una lista al efecto, 
que llevará cada uno de los Colegios Profesionales o 
Consejos Generales afectados. Dichas corporaciones 
deberán actualizarla, al menos anualmente, y dar 
conocimiento de su contenido a la Subdirección Gene-
ral de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la 
Administración de Justicia del Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio.

3. El período de prácticas del interesado tendrá lugar 
en el establecimiento y bajo la responsabilidad y evalua-
ción del profesional designado, conforme al apartado 
anterior.

El plazo de ejercicio en prácticas de la profesión no 
podrá exceder de tres años, como determina el artículo 
1.º d) del Real Decreto 1665/1991, en el caso de las pro-
fesiones de Físico, Químico, Ingeniero Industrial, Inge-
niero de Minas, Ingeniero de Telecomunicación, Inge-
niero Naval, ni de dos años si se trata de las profesiones 
de Ingeniero Técnico Industrial, Ingeniero Técnico de 
Minas, Ingeniero Técnico de Telecomunicación, Inge-
niero Técnico Naval y Técnico de Empresas y Activida-
des Turísticas.

Durante el transcurso del período de prácticas, la Sub-
dirección General de Recursos, Reclamaciones y Relacio-

nes con la Administración de Justicia del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio podrá acordar entrevistas 
con el interesado y con el profesional responsable u otros 
medios de inspección tendentes a verificar el cumpli-
miento del programa establecido.

4. Finalizado el período de prácticas, el profesional 
que haya sido responsable de las prácticas del solicitante 
remitirá, en el plazo de un mes, a la Subdirección General 
de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con la Adminis-
tración de Justicia del Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio, certificado acreditativo del cumplimiento o 
incumplimiento del programa prescrito. A la vista del cer-
tificado que acredite el cumplimiento de dicho programa, 
en el plazo de un mes se dictará resolución de habilitación 
para el ejercicio de la actividad profesional correspon-
diente. Si el certificado fuese de incumplimiento, el intere-
sado podrá solicitar la realización de un nuevo período de 
prácticas.

Para la realización del nuevo período de prácticas, se 
seguirá el procedimiento establecido en el presente 
punto.

Duodécimo. Recursos.–Contra las resoluciones dic-
tadas ejecución de la presente Orden, podrá interponerse 
recurso de alzada ante el Ministro de Industria, Turismo y 
Comercio.

Decimotercero. Plazos.
1. Los informes necesarios para la resolución de las 

solicitudes deberán emitirse en el plazo máximo de un 
mes.

2. El procedimiento de examen y resolución de una 
solicitud de ejercicio de una profesión regulada tendrá 
una duración máxima de cuatro meses, contados a partir 
de la presentación de la documentación completa, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 8.2. de la Directiva 
89/48/CEE.

3. Las solicitudes de reconocimiento a las que se 
refiere la presente Orden, en las que no haya recaído 
resolución en plazo, se podrán entender desestimadas a 
los efectos de interposición del recurso que proceda, de 
acuerdo con lo señalado en la disposición adicional 29.ª 
de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fisca-
les, Administrativas y del Orden Social, en relación con lo 
dispuesto en el artículo 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Ello 
no excluye el deber de dictar una resolución expresa, tal y 
como se previene en el artículo 43.4 de la citada Ley 
30/1992.

Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas las disposiciones de igual o infe-
rior rango, en lo que se opongan a la presente Orden y, 
concretamente, la Orden de 2 de octubre de 1995.

Disposición final primera. Instrucciones de aplicación.

Se autoriza al titular de la Subsecretaría de Industria, 
Turismo y Comercio para dictar las instrucciones precisas 
para la aplicación de la presente Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de febrero de 2006.

FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

Sr. Ministro de Industria, Turismo y Comercio y Sra. 
Ministra de Educación y Ciencia. 
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llegando antes no notifica a tiempo el NOR; el tiempo de 
plancha empezará en el momento en que el buque meta-
nero esté atracado y listo para iniciar la descarga.

5. Otras Plantas: Deberá determinarse el momento 
de comienzo del tiempo de plancha para el resto de plan-
tas que operen el Sistema Gasista.

6. Conclusión del Tiempo de Plancha: En el caso en 
que el cargamento no sea descargado en el Tiempo de 
Plancha Permitido, el titular de la instalación permitirá al 
buque metanero continuar la ocupación del muelle o atra-
que hasta completar su descarga y el tiempo de plancha 
continuará contando a efectos de Demoras.

Se permite extender el Tiempo de Plancha Permitido 
por cualquier retraso imputable o periodo de tiempo 
requerido para lo siguiente:

a) Acción u omisión, del buque metanero o su Capi-
tán;

b) Cumplimiento del buque metanero de las regula-
ciones del puerto de descarga;

c) Descarga lenta por alta temperatura del GNL;
d) Por retraso debido a condiciones meteorológicas 

adversas; y
e) Cualquier otra razón por Fuerza Mayor.
El tiempo de plancha dejará de contar cuando se des-

conecten los brazos de descarga.
6.8 Medición de descargas de GNL: La cantidad y 

calidad del GNL descargado se medirá por el titular de la 
instalación de descarga, con los equipos de medición de 
acuerdo con los procedimientos que en cada momento 
sean de aplicación y por lo que se establezca en los Proto-
colos de Detalle, de acuerdo con la regla operativa de 
medición de descargas en energía.

El conjunto de comercializadores y consumidores que 
se autoabastezcan, que eventualmente compartiesen un 
cargamento, podrán designar un Inspector Independiente 
de acuerdo con su suministrador para supervisar y verifi-
car las mediciones, muestreo y análisis del GNL descar-
gado. El coste de esta inspección será asumido por las 
compañías que compartiesen dicho cargamento.

6.9 Demoras: Si la descarga del cargamento no ha 
sido completada por causas ajenas al buque metanero o 
a su capitán, dentro del Tiempo Permitido de Plancha, el 
titular de la planta deberá pagar demoras según la 
siguiente tabla de precios por día:

a) Para buques de hasta 60.000 m3 de capacidad 
bruta: A1 US$/día.

b) Para buques con capacidad bruta entre 60.000 y 
110.000 m3:  A2 US$/día.

c) Para buques con capacidad superior a 110.000 m3:  
A3 US$/día.

Si, como resultado de cualquier retraso atribuible a la 
acción u omisión del buque metanero o su capitán, la des-
carga del cargamento en el puerto de descarga utiliza un 
tiempo de plancha superior al Tiempo Permitido de Plan-
cha, y a consecuencia de ello, otro buque no puede acce-
der a las Instalaciones a su llegada al puerto de descarga 
dentro de su Fecha Descarga Programada, se pagará al 
titular de las instalaciones, una vez convenientemente 
justificada la anterior circunstancia, demoras según la 
siguiente tabla de precios por día:

a) Para buques de hasta 60.000 m3 de capacidad 
bruta: A1 US$/día.

b) Para buques con capacidad bruta entre 60.000 y 
110.000 m3: A2 US$/día.

c) Para buques con capacidad superior a 110.000 m3: 
A3 US$/día.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 6004 CORRECCIÓN de errores de la Orden PRE/572/

2006, de 28 de febrero, por la que se desarrolla 
el Real Decreto 1665/1991, de 25 de octubre, 
regulador del sistema general de reconoci-
miento de títulos de enseñanza superior de los 
Estados miembros de la Unión Europea y otros 
Estados partes en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, que exigen una forma-
ción mínima de tres años de duración en lo 
que afecta a las profesiones cuya relación 
corresponde al Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio.

Advertido error por omisión en la Orden PRE/572/2006, 
de 28 de febrero, por la que se desarrolla el Real Decreto 
1665/1991, de 25 de octubre, regulador del sistema gene-
ral de reconocimiento de títulos de enseñanza superior de 
los Estados miembros de la Unión Europea y otros Esta-
dos partes en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, que exigen una formación mínima de tres años 
de duración en lo que afecta a las profesiones cuya rela-
ción corresponde al Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio, publicada en el Boletín Oficial del Estado n.º 
53, de 3 de marzo, se procede a su subsanación, mediante 
la publicación del anexo.

«Solicitud del derecho al ejercicio de la profesión» a 
que se refiere el artículo tercero. Iniciación del procedi-
miento de la referida Orden. 

En cualquiera de los casos anteriores se realizará una 
prorrata para periodos inferiores a un día.

Los precios anteriores serán actualizados en cada año 
de aplicación, en función del incremento medio anual de 
precios recogidos en la OECD «Europe Consumer Prices 
Index», publicado por la Organización para la Coopera-
ción Económica y el Desarrollo, en su boletín mensual.

Tanto en caso como en otro, las demoras serán paga-
das a los veinte (20) días de recibir la factura; en caso de 
falta de pago dentro del plazo establecido, la parte deu-
dora vendrá obligada a pagar a la parte acreedora un 
interés de demora equivalente al «USD LIBOR» a tres 
meses incrementado en tres puntos, calculado desde el 
día siguiente al vencimiento del pago.

Toda reclamación por demoras se considerará sin 
efecto si se presenta con documentación fehaciente pasa-
dos 90 días naturales después de finalizada la descarga.

Demoras:
A continuación se adjuntan los valores monetarios a 

los que se hace referencia como A1, A2, A3 en el apartado 
III.6.9 Demoras, del Procedimiento Operativo de Activida-
des Logísticas de Descargas de GNL.

A1) Para buques de hasta 60.000 m3 de capacidad 
bruta: 26.000 US$ / día.

A2)  Para buques con capacidad bruta entre 60.000 y 
110.000 m3: 45.000 US$/ día.
A3) Para buques con capacidad superior a 110.000 m3: 
65.000 US$ / día. 
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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 8940 CORRECCIÓN de errores de la Orden 

PRE/572/2006, de 28 de febrero, por la que se 
desarrolla el Real Decreto 1665/1991, de 25 de 
octubre, regulador del sistema general de 
reconocimiento de títulos de Enseñanza Supe-
rior de los Estados miembros de la Unión 
Europea y otros Estados partes en el Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo, que exi-
gen una formación mínima de tres años de 
duración en lo que afecta a las profesiones 
cuya relación corresponde al Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio.

Advertido error en la Orden PRE/572/2006, de 28 de 
febrero, por la que se desarrolla el Real Decreto 1665/1991, 
de 25 de octubre, regulador del sistema general de reco-
nocimiento de títulos de Enseñanza Superior de los Esta-
dos miembros de la Unión Europea y otros Estados partes 
en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, que 
exigen una formación mínima de tres años de duración 
en lo que afecta a las profesiones cuya relación corres-
ponde al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» n.º 53, de 3 de 
marzo, se procede a efectuar la oportuna rectificación:

Se sustituye el apartado séptimo 1 por el que a conti-
nuación se transcribe:

«Séptimo. Tramitación de las solicitudes.

1. Completada la documentación, se recabarán, en 
su caso, según proceda, informes de los centros directi-
vos de la Secretaría General de Industria, de la Secretaría 
de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, de la Secretaría General de Turismo y de la 
Secretaría General de Energía, así como, excepcional-
mente, del Ministerio de Educación y Ciencia y del Cole-
gio Profesional o Consejo General que corresponda, a 
efectos de comparar la formación exigida en España con 
la recibida por el solicitante y el ámbito de actividades 
profesionales a que faculta el título en uno u otro Estado 
miembro. La comparación se realizará sobre la base de 
las materias consideradas fundamentales para el ejercicio 
de cada profesión.» 

MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO

 8941 REAL DECRETO 613/2006, de 19 de mayo, de 
concesión de subvenciones a asociaciones de 
consumidores para el apoyo y asesoramiento 
de los afectados por la situación de las empre-
sas Afinsa Bienes Tangibles, Sociedad Anó-
nima y Forum Filatélico, Sociedad Anónima.

A comienzos del mes de mayo se acordó por parte de 
la Audiencia Nacional la intervención de las empresas 
Forum Filatélico, S.A. y Afinsa Bienes Tangibles, S.A., tras 
la presentación de sendas querellas por la Fiscalía Espe-
cial para la Represión de los Delitos Económicos Relacio-
nados con la Corrupción.

El Consejo de Consumidores y Usuarios, tras la 
reunión extraordinaria convocada al efecto el 11 de mayo 
pasado, adoptó un acuerdo en el que, entre otras cuestio-
nes, se señalaba que las asociaciones de consumidores y 
usuarios presentes en el Consejo, máximo órgano de 
representación de los consumidores, adquirían el com-
promiso con la sociedad para asesorar y canalizar las 
aspiraciones de los afectados.

Las 10 organizaciones presentes en el Consejo de Con-
sumidores y Usuarios señalaban en dicho acuerdo que 
ponían sus servicios de información y asesoramiento al 
servicio de los afectados para dar cumplimiento a su com-
promiso social y de representación, comprometiéndose, 
asimismo, a coordinar actuaciones de manera conjunta 
para paliar la confusión existente entre los afectados.

Sin embargo, los medios reales de que disponen 
estas organizaciones para hacer frente a este elevado 
número de reclamaciones resultan insuficientes, por lo 
que existe la necesidad de proceder, por parte del Insti-
tuto Nacional del Consumo, a sufragar parte de los gastos 
que dichas actuaciones originen.

Debe considerarse, asimismo, que en caso de no exis-
tir ayuda pública a los efectos previstos en el presente 
real decreto, el desarrollo de estas actividades por parte 
de las asociaciones de consumidores, podría condicionar 
el desarrollo de su normal actividad.

Por su parte, la realización de una convocatoria pública 
de subvenciones que sufragaran las actuaciones señala-
das demoraría en exceso la urgente necesidad de medios 
para arbitrar los dispositivos correspondientes por parte 
de las organizaciones de consumidores y usuarios.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, establece en su artículo 22.2.c) la posibilidad 
de conceder, de forma directa y con carácter excepcional, 
entre otras, aquellas subvenciones en las que concurran 
razones de interés público, social, económico o humanita-
rio u otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública.

El artículo 28.2 de la ley citada prevé que el Gobierno 
apruebe, por real decreto, a propuesta del Ministro com-
petente y previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda, las normas especiales reguladoras de las sub-
venciones previstas en el artículo 22.2.c) de la misma ley.

Por su parte, su artículo 28.3 establece que el real 
decreto mencionado contendrá, como mínimo, los 
siguientes extremos:

a) La definición del objeto de las subvenciones, con 
indicación de su carácter singular y las razones que acre-
ditan el interés público, social, económico o humanitario 
y aquellas que justifican la dificultad de su convocatoria 
pública.

b) El régimen jurídico aplicable.
c) Los beneficiarios y las modalidades de la ayuda.
d) El procedimiento de concesión y el régimen de 

justificación de la aplicación dada a las subvenciones por 
los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

Las beneficiarias de las presentes subvenciones serán 
aquellas organizaciones integrantes del Consejo de Con-
sumidores y Usuarios, al ser las más representativas a 
nivel nacional y que públicamente se han ofrecido a ase-
sorar a los afectados de forma gratuita. El distinto importe 
previsto para la subvención se justifica atendiendo a la 
distinta capacidad de dichas organizaciones y al volumen 
de afectados que acudirán a ellas.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad y 
Consumo, previo informe del Ministerio de Economía y 
Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 19 de mayo de 2006,


